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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

            SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo
Pereira, mayo dieciséis de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00569-00





Nicolás Alberto Mejía López, quien actúa en nombre propio, presenta acción de tutela contra la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional “CASUR”, con el propósito de que se proteja su derecho fundamental de petición.

 



El Decreto 823 del 18 de mayo de 1995, por medio del cual se expide el Estatuto Interno de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, estableció en su artículo 2º que tal entidad es un “establecimiento público, esto es, un organismo dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio.” Naturaleza jurídica, reafirmada por el literal b), numeral 3º del Decreto 1512 de 2000, que lo cataloga como un ente descentralizado por servicios. A su vez, prevé el literal a), numeral 2º, artículo 38 de la Ley 489 de 1998, que: 
  



“La Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional, está integrada por los siguientes organismos y entidades:
  



...

  


2. Del Sector descentralizado por servicios:

  



a) Los establecimientos públicos;

  



b) Las empresas industriales y comerciales del Estado;

 



c) Las superintendencias y las unidades administrativas especiales con personería jurídica;”


  


Así, de conformidad con este derrotero legislativo,  aunado a lo prevenido por el inciso 2º, del numeral 1º, del artículo 1º del Decreto número 1382 de 2000, no cabe duda de que la competencia para conocer de esta petición de amparo recae, entonces, en el Juez del Circuito  -reparto- de la localidad y no en esta Corporación y allí, entonces, se remitirá la solicitud por intermedio de la Oficina Judicial. 
  


 
Es pertinente precisar que no se desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional en el que impuso como obligación a los funcionarios judiciales asumir el conocimiento de las demandas de tutela y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; pero la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil
, ha venido haciendo hincapié en que no comparte esa forma de ver las cosas, y es así como frente a situaciones de similar matiz conocidas por Salas de esta Corporación, declaró la nulidad de todo lo actuado, al estimar que carecía de competencia para conocer del proceso y ordenó su remisión a un juzgado de circuito
.

  



Posición que esta Sala comparte y que ha sido asumida también por el Consejo de Estado  en varios pronunciamientos de tiempo atrás, como lo deja ver el auto del 12 de agosto de 2010, con ponencia del Consejero Filemón Jiménez Ochoa, en el proceso radicado bajo el número 66001-23-31-000-2010-00162-01. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala Unitaria Civil-Familia, por falta de competencia se abstiene de conocer de la  presente acción de tutela y dispone el envío de la misma, junto con sus anexos, a la Oficina Judicial para efectos de que sea repartida entre los Juzgados con categoría de Circuito de esta ciudad, a fin de que allí se surta el trámite correspondiente.
Entérese al demandante por el medio más expedito.

Notifíquese 

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Así lo entendió la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que se ha separado de aquella interpretación como puede leerse, por ejemplo en el autos del 13 y del 14 de mayo de 2009, expedientes 11001-22-03-000-2009-000436-01 y 76001-22-03-000-2009-00078-01, ambos con ponencia del Magistrado William Namén Vargas. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil.  Auto del 22 de enero de 2014. M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez. Referencia 1110001-22-03-000-2013-02009-01. 
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